ACCION DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA                               

RADICACIÓN: 66001 31 87 001 2015 00252 01

ACCIONANTE: JORGE GARCIA HERNÁNDEZ 

ACCIONADO: JUZGADO 5 LABORAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA 

ASUNTO: DECRETA LA  NULIDAD 

NULIDAD/ Competencia funcional de tutela ejercida contra despacho judicial
“(…) ninguna duda emerge en cuanto a que, atendiendo lo previsto en el numeral 2º  del artículo 1º del Decreto 1382 de 2000 (…) la competencia para conocer en primera instancia de esta acción constitucional le corresponde a la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, toda vez que la misma fue dirigida contra la Jueza 5ª Laboral del Circuito de esta ciudad y por lo tanto, el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad local no podía conocer de la misma, configurándose con ello la causal de nulidad prevista en el numeral 2º del artículo 140 del Código de Procedimiento Civil.

Citas: Corte Constitucional, autos 072A de 2006 y 304A de 2007.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA
SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira,  veinticuatro (24) de febrero de  dos mil dieciséis (2016)
Aprobado por Acta No.151
Hora: 1:30 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el abogado Ahmed Kalil SAbada Abulach, apoderado judicial del señor Jorge García Hernández contra del fallo de tutela proferido el 24 de diciembre de 2015 por el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira.    
2. ANTECEDENTES

2.1. Indicó el abogado del señor Jorge García Hernández que el Juzgado 5º Laboral de Pereira conoció la demanda ordinaria laboral que promovió en contra del centro comercial Fiducentro de Pereira, representado legalmente por la señora Martha Lucía Sánchez Pineda, con ocasión de un contrato de trabajo a término indefinido suscrito entre los antes mencionados, en la cual se solicitó que se reintegrara al señor García Hernández a las labores que venía desempeñando, así como que se le cancelara lo correspondiente a “brazos caídos”, indemnizaciones por perjuicios materiales, morales y daño a la vida en relación.

Mediante auto del 14 de agosto de 2015 el despacho aludido fijó fecha para audiencia prevista en el artículo 77 del C.P.T. para el 3 de diciembre de 2015, la cual fue notificada oportunamente. Sin embargo, al presentarse con su poderdante a la diligencia antes señalada, se enteró que la misma se había llevado a cabo el 19 de octubre de 2015 a las 3:00 p.m. en atención a la solicitud elevada por parte la demandada en el sentido de que se cambiara la fecha, en la cual se realizó lo establecido en la norma y se le impuso una sanción. Dicha audiencia fue reprogramada mediante auto del 15 de septiembre de 2015.
Por lo anterior, consideró que el juzgado demandado violó la garantía del debido proceso y el principio de equilibrio e igualdad procesal entre las partes, toda vez que la funcionaria accionada afectó a la parte más débil, es decir al trabajador, vulnerando derechos constitucionales y legales, configurando una vía de hecho por defecto procedimental por exceso ritual y con su proceder inclinó la balanza a favor de la parte demandada, produciéndose un desequilibrio procesal.
Insistió el apoderado judicial que de haber sabido que se había cambiado la diligencia para el 19 de octubre de 2015, de todos modos hubiera solicitado su aplazamiento por cuanto le era igualmente posible asistir a la misma, toda vez que para ese día tenía una cita médica dado el tratamiento de quimioterapias y radioterapias que viene recibiendo para su tratamiento de cáncer de próstata que le provocan mareo, náuseas, dolores en todo el cuerpo, fiebre y malestares que le impiden caminar o abordar un vehículo.

2.2. El apoderado del actor invoca la protección de los derechos fundamentales invocados a favor del señor Jorge García Hernández a la igualdad, equilibrio de las partes procesales, derecho al trabajo, debido proceso y prevalencia del derecho sustancial sobre las formalidades o ritualidades. 

2.3. El representante judicial del actor, formuló las siguientes pretensiones: i) tutelar los derechos fundamentales antes mencionados al señor Jorge García Hernández los cuales consideró vulnerados con las actuaciones y providencias del 15 de septiembre y 19 de octubre de 2015 dentro del proceso radicado al No.2015-00266, ordenadas por la doctora Claudia Cadavid Alzate o quien haga sus veces del Juzgado 5º Laboral del Circuito de Pereira; ii) revocar el auto del 15 de septiembre de 2015 y la diligencia y providencias del 19 de octubre de 2015 “porque dependieron de la cita anotada en auto del 15-09-2015” y las que se desprendan de todas estas; iii) de no prosperar la segunda petición, se decrete la nulidad  a partir, inclusive, de la notificación del auto 1214 del 15 de septiembre de 2015 que reprogramó la audiencia del artículo 77 del C.P.L. para el 19 de octubre de 2015, obrante a folio 133 del cuaderno principal y iv) que en virtud de la revocatoria de los autos y actuaciones del 15 de septiembre de 2015 y del 9 de octubre de 2015 o de la nulidad de la notificación del auto 1214 del 15 septiembre de 2015, se programe la audiencia establecida en el artículo 77 del código procesal laboral. Así mismo, ordenar al despacho accionado que se asegure haber notificado a cada una de las partes la nueva fecha del artículo 77 del C.P.L. a fin de garantizar sus derechos.
2.4. Anexó copia de los siguientes documentos: i) medicamentos entregados por la Secretaría de Salud de Risaralda al Dr. Sabad Abulach; ii) gammagrafía ósea practicada al Dr. Sabad Abulach; iii) autorizaciones y fórmulas médicas expedidas por Oncólogos de occidente al Dr. Sabad Abulach; iv) auto del 14 de agosto de 2015 por medio del cual se fija fecha y hora para llevar a cabo la audiencia consagrada en el artículo 77 del C.P.T. para el 3 de diciembre de 2015 a las 10:00 a.m.; v) solicitud de aplazamiento de la audiencia del 3 de diciembre de 2015 formulada por parte de la apoderada de la demandada, señora Martha Lucía Sánchez Pineda, radicada en el Juzgado 5º Laboral del Circuito de Pereira el 3 de septiembre de 2015; vi) auto del 15 de septiembre de 2015 por medio del cual se reprograma la diligencia del artículo 77 del C.P.T. para el 19 de octubre de 2015 la que aparece notificada por estado el 16 de septiembre de 2015; vii) acta de audiencia pública celebra el 19 de octubre de 2015 de la audiencia señalada en el artículo 77 del C.P.L.; viii) cédula de ciudadanía y tarjeta profesional de abogado a nombre del Dr. Ahmed Kalil Sabad Abulach y original del poder concedido por el señor Jorge García Hernández. 

Adjuntó igualmente con la demanda, un escrito mediante el cual solicitó medida provisional con el fin de que se suspendiera todo lo actuado en la audiencia celebrada el 19 de octubre de 2015 por el despacho demandado. (Fls. 16-49)

2.5. Mediante auto del 15 de diciembre de 2015 el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira dejó en claro que como el amparo propuesto iba dirigido en contra de un juzgado con categoría de circuito, la demanda debía ser repartida entre los jueces colegiados de primer orden; es decir, a los Magistrados de las Salas del Distrito Judicial de Pereira. Sin embargo, en atención a que el reparto de tutela estaba suspendido para esas Corporaciones, en virtud de la Circular CSJRC 15-166 de la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura por la vacancia judicial para aquellos servidores que salían a disfrutar de la misma,  el A quo avocó el conocimiento de la presente acción de tutela (folio 50, frente y vuelto)

3. RESPUESTA A LA DEMANDA
3.1. JUZGADO QUINTO LABORAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA
Su titular informó que el proceso ordinario laboral de primera instancia radicado bajo el No.2015-266 se originó por demanda impetrada por el señor Jorge García Hernández en contra del Centro Comercial Fiducentro, la cual fue admitida  el 25 de junio de 2015. L a respuesta de la parte demandada fue admitida el 4 de agosto de 2015 mediante auto de sustanciación No.996 en el que igualmente se fijó como fecha para llevar a cabo la audiencia prevista en el artículo 77 del C.P.L.  el 3 de diciembre de 2015 a las 10:00 a.m.

Por solicitud de la apoderada judicial del Centro Comercial Fiducentro se reprogramó la audiencia antes mencionada para el 19 de octubre de 2015  a las 3:00 p.m., la que se realizó en ésta fecha en el sentido de intentarse la conciliación, se resolvieron excepciones previas, se adoptaron medidas de saneamiento, se fijó el litigio y se decretaron pruebas, sin la presencia del demandante y su apoderado.
El 4 de diciembre de 2015 el apoderado del demandante presentó un escrito solicitando que se fuera exonerado de la sanción impuesta en la audiencia del 19 de octubre de 2015, alegando dificultades médicas.
Señaló que la variación de la fecha fijada para la audiencia tipificada en el artículo 77 del C.P.L. objeto de la demanda de tutela, se realizó con arreglo a las normas adjetivas que regulan lo concerniente a las notificaciones en materia laboral, según lo dispuesto en el artículo 41 del C.P.L., norma que fue declarada exequible por la Corte Constitucional en la Sentencia C-803 de 2000.
En tal virtud, el auto de sustanciación No.1214 del 15 de septiembre de 2015 mediante el cual se reprogramó la audiencia del artículo 77 del C.P.L. fue notificado en el estado No.131 del 16 de septiembre de 2015 y se hizo anotación del mismo en el sistema “Siglo XXI”; por lo tanto, no puede tildarse como una actuación secreta, ya que la publicidad de la providencia se realizó a través de notificación por estado por tratase de una decisión tomada por fuera de audiencia.  En tal sentido, no era obligación del despacho realizar comunicación personal de dicho auto al apoderado de la parte demandante.

Consideró que no se le puede trasladar a su despacho la falta de diligencia y cuidado del apoderado del tutelante, quien tenía la obligación de consultar de manera permanente los estados del juzgado directamente en el despacho o desde cualquier punto con conexión a internet a través de la página  web de la rama judicial.  Por tal razón, no entiende por qué razón el demandante y su apoderado fueron los únicos que no asistieron, siendo notificadas todas las partes por estado.  

Adujo que  ese despacho tampoco debía abstenerse de realizar la audiencia el 19 de octubre de 2015 en virtud al contenido del artículo 30 del C.P.L. que señala lo correspondiente a la contumacia.

Respecto al normal curso de los procesos, se requiere la presencia y actividad de las partes y es su responsabilidad la asistencia oportuna al proceso, salvo situaciones de fuerza mayor o caso fortuito. Sin embargo, su ausencia no puede llevar al congelamiento del proceso y en tal caso, se deberá presentar una justificación, so pena que la inasistencia implique consecuencias adversas.

Consideró que no existe en derecho el “principio de la invariabilidad de las fechas” invocado por el apoderado del actor, ya que las fechas de las audiencias pueden cambiar por diferentes circunstancias internas y externas, existiendo el deber de respetar el debido proceso y atender los procedimientos fijados en el código procesal laboral, tal como se ha hecho en el trámite en el radicado No.2015-266.

Indicó que en este caso la acción de tutela es improcedente por cuanto no se ha configurado el defecto procedimental alegado, ya que se ha actuado conforme al procedimiento establecido.  Además, el demandante no ha agotado todos los medios ordinarios y extraordinarios de defensa judicial, ni los recursos que contempla el código de procedimiento laboral, estando incluso pendiente de resolver la solicitud de exoneración de sanción impuesta al abogado Ahmed Kalil Sabad Abulach presentada el 4 de diciembre de 2015, la que se resolverá en audiencias y en la que expuso las mismas razones que esgrimió en la tutela.  

Por lo anterior, solicitó despachar desfavorablemente las pretensiones del a demanda de tutela por cuanto no se han vulnerado derechos fundamentales al actor. (Fls. 53 al 56)

4. FALLO DE PRIMERA INSTANCIA

El 24 de diciembre de 2015 el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira negó por improcedente el amparo invocado por el Dr. Ahmed Kalil Sabad Abulach apoderado judicial del señor Jorge García Hernández, atendiendo el principio de subsidiaridad de la acción de tutela,  por existir otros mecanismos judiciales para ventilar el debate de índole legal.    Igualmente, el juez de conocimiento expuso que el accionante no se hallaba frente a un perjuicio irremediable para que la demanda de tutela procediera como mecanismo transitorio.

Aunado a lo anterior, al encontrarse en curso el proceso ordinario laboral, será allí donde el tutelante podrá ejercer su derecho defensa solicitando nulidades e interponiendo los recursos que estime convenientes. (Fls. 60-63) 
5. FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación al fallo de primer grado, el abogado Sabad Abulach allegó el 28 de diciembre de 2015 un escrito mediante el cual además de utilizar los mismos términos que expuso en su demanda de tutela, señaló lo siguiente: 
· La acción de tutela es el único medio para proteger el debido proceso vulnerado por una vía de hecho.

· El auto que cambió la fecha no pudo ser objeto de discusión porque los términos se vencieron.

· El juez de primer nivel no analizó la vía de hecho alegada en la demanda.

· El debido proceso debe garantizarse en igualdad de condiciones a las partes, lo que no sucedió con el auto que se está demandando.

· El juez de primera instancia miente al decir que existen recursos dentro del proceso laboral, sin tener en cuenta que el auto de septiembre de 2015 que reprogramó la audiencia, carece de los mismos por ser de sustanciación.

·  El juez no apreció una violación al debido proceso incurriendo en el mismo exceso ritual que le endilga a la juez laboral en lo que se refiere a la notificación del auto del 15-09-2015 y a la audiencia del 19-10-2015.
· Insistió que como frente a la audiencia consagrada en el artículo 77 del C.P.L. por ser solicitada por la parte demandada, el cambio de la fecha fijada originalmente, la titular del despacho accionado debió asegurarse por justicia constitucional y equidad, que la parte demandante fuera notificada de dicha variación, por asistirle un interés especial en el proceso por haberlo promovido.

· En el fallo de primera instancia se le dio credibilidad a la juez accionada en cuanto a la notificación por estados y por la página web del cambio de fecha de la audiencia.   Al respecto, solicitó que en segunda instancia se restablezca la primacía del orden constitucional sobre las normas procedimentales, toda vez que en la audiencia del 19-10-2015 no se  le dio la oportunidad al demandante de estar presente, siendo la parte más débil del proceso laboral.

· Finalmente, expuso las razones por las cuales no volvió al despacho demandado ni tuvo la oportunidad de consultar la página de la Rama Judicial por presentar un delicado de salud a raíz de su enfermedad y por tener la convicción de que la audiencia establecida en el artículo 77 del C.P.L. se llevaría a cabo el 3 de diciembre de 2015.

Pretensiones: i) revocar la providencia del 24 de diciembre de 2015 proferida por el J1EPMS de Pereira, ii) tutelar los derechos fundamentales invocados; iii)  decretar la nulidad de lo actuado por el Juzgado 5º Laboral del Circuito de Pereira a partir de la notificación del auto 1214 del 15-09-2015 que reprogramó la primera audiencia indicada en el artículo 77 del C.P.L., inclusive la audiencia del 19 de octubre de 2015; iv) en virtud de lo anterior, se programe la audiencia prevista en el artículo 77 del C.P.L. y v) que se ordene al despacho que se asegure de notificar a cada una de las partes de la nueva fecha de la audiencia consagrada en el artículo 77 del C.P.L. a fin de garantizar sus derechos.  (Fls. 68-78) 

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Sería  del caso entrar a resolver  la impugnación formulada por el apoderado judicial del señor Jorge García Hernández, sino fuera porque la  Sala advierte la falta de competencia tanto del Juzgado que decidió la primera instancia constitucional como de esta Corporación para conocer del caso en segunda instancia, por las razones que se exponen a continuación.
6.2. El Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira avocó el 15 de diciembre de 2015 el conocimiento de la presente acción de tutela en contra del Juzgado 5º Laboral del Circuito de Pereira con base en lo dispuesto en la Circular CSJRC15-166 del 30 de noviembre de 2015 de la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura  que señala el alcance del reparto de las acciones de tutela, previo a la vacancia judicial.  
6.3.  La Corte Constitucional en el Auto 124 del 25 de marzo de 2009 estableció, entre otras precisiones, que el Decreto 1382 de 2000 no constituye una regla de competencia sino de reparto de los asuntos de tutela, de manera que el funcionario a quien se le distribuya un determinado asunto no puede abstenerse de asumir su conocimiento pretextando falta de competencia
. Este criterio sin embargo comenzó a ser morigerado, y a través de un nuevo pronunciamiento plasmado en el Auto 198 del 28 mayo de 2009, se aclaró en qué eventos es posible dirimir el supuesto conflicto de competencia aplicando las reglas del decreto 1382 de 2000, y al efecto señaló la primera eventualidad, cuando el conocimiento de una demanda de tutela contra una alta Corte se le asigna a un funcionario judicial distinto de sus miembros. La segunda, cuando una tutela contra providencia judicial se reparte a un despacho diferente del superior funcional de quien la dictó.

6.4. En tal sentido ha de precisarse que si bien, el trámite del amparo se rige por los principios de informalidad y celeridad, la competencia del juez está  inescindiblemente referida al derecho fundamental del debido proceso, el acceso al juez natural y la administración de justicia, de donde, “según la jurisprudencia constitucional la falta de competencia del juez de tutela genera nulidad insaneable y la constatación de la misma no puede pasarse por alto, por más urgente que sea el pronunciamiento requerido, pues (…) la competencia del juez se relaciona estrechamente con el derecho constitucional fundamental al debido proceso…el cual establece que nadie puede ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la  plenitud  de  las formas propias de cada juicio” (Autos 072A de 2006 y 304A  de 2007 de la Corte Constitucional).

6.5. En estas condiciones, ninguna duda emerge en cuanto a que, atendiendo lo previsto en el numeral 2º  del artículo 1º del Decreto 1382 de 2000 que  establece que “cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial, le será repartida al respectivo superior del accionado…”, la competencia para conocer en primera instancia de esta acción constitucional le corresponde a la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, toda vez que la misma fue dirigida contra la Jueza 5ª Laboral del Circuito de esta ciudad y por lo tanto, el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad local no podía conocer de la misma, configurándose con ello la causal de nulidad prevista en el numeral 2º del artículo 140 del Código de Procedimiento Civil.

6.6.  Lo señalado en precedencia impide a esta Sala el estudio de la impugnación, debiéndose declarar la invalidez de lo actuado a partir del auto del 15 de diciembre de 2015 (folio 50), por medio del cual el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad admitió el amparo, sin perjuicio de las pruebas practicadas.
Por lo anterior, se devolverán las diligencias ante la Oficina de Reparto para que sean asignadas a un Magistrado de la especialidad Laboral, en razón de las normas de competencia funcional existentes y la jurisprudencia pertinente de la Corte Constitucional que se cita en esta providencia.
Entérese de esta determinación a la accionante, para los fines consiguientes.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARIA ELENA RÍOS VÁSQUEZ 

Secretaria 
� Teniendo en cuenta lo anterior, en el auto 124 de 2009 se establecieron “las siguientes reglas, las cuales son, simplemente, consecuencias naturales de la jurisprudencia constitucional tantas veces reiterada por esta Corte:  


     Un error en la aplicación o interpretación de las reglas de competencia contenidas en el artículo 37 del decreto 2591 de 1991 puede llevar al juez de tutela a declararse incompetente (factor territorial y acciones de tutela que se dirijan contra los medios de comunicación). La autoridad judicial debe, en estos casos, declararse incompetente y remitir el expediente al juez que considere competente con la mayor celeridad posible. 





     Una equivocación en la aplicación o interpretación de las reglas de reparto contenidas en el Decreto 1382 de 2000 no autorizan (sic) al juez de tutela a declararse incompetente y, mucho menos, a declarar la nulidad de lo actuado por falta de competencia. El juez de tutela debe, en estos casos, tramitar la acción o decidir la impugnación, según el caso. 





Los únicos conflictos de competencia que existen en materia de tutela son aquéllos que se presentan por la aplicación o interpretación del factor de competencia territorial del artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 (factor territorial y acciones de tutela que se dirijan contra los medios de comunicación). 





Estos serán decididos, en principio, por el superior jerárquico común de las autoridades judiciales involucradas o, en su ausencia, por la Corte Constitucional en su calidad de máximo órgano de la jurisdicción constitucional, de conformidad con las reglas jurisprudenciales que hasta el momento se han venido aplicando en esta materia.





Ninguna discusión por la aplicación o interpretación del Decreto 1382 de 2000 genera conflicto de competencia, ni siquiera aparente. Por tanto, en el caso de que dos autoridades judiciales promuevan un conflicto de competencia por este motivo, el expediente será remitido a aquella a quien se repartió en primer lugar con el fin de que la acción de tutela sea decidida inmediatamente, sin que medien consideraciones adicionales relativas a las normas de reparto. Lo anterior no obsta para que esta Corporación o el superior funcional al que sea enviado un supuesto conflicto de competencia, proceda a devolver el asunto, conforme a las reglas de reparto del Decreto 1382 de 2000, en aquellos supuestos en que se presente una distribución caprichosa de la acción de tutela fruto de una manipulación grosera de las reglas de repartos contenidas en el mencionado acto administrativo, como sería el caso de la distribución equivocada de una acción de tutela interpuesta contra una providencia judicial emanada de una de las Altas Cortes.”





� Del mismo modo y con relación a la regla previamente citada, tales excepciones, se presentarían en los casos en los que se advierta una manipulación grosera de las reglas de reparto, como cuando se asigna el conocimiento de una demanda de tutela contra una Alta Corte, a un funcionario judicial diferente a sus miembros; o, necesariamente, siguiendo esa misma directriz, en los casos en que se reparta caprichosamente una acción de tutela contra una providencia judicial, a un despacho diferente del superior funcional del que dictó el proveído.
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